Carátula 
(Ingresa a Sala la delegación de SEDHU, Servicio Ecuménico para la Dignidad Humana) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir a la delegación del Servicio Ecuménico 
para la Dignidad Humana (SEDHU). 


Los señores visitantes pueden exponer en el orden que les parezca oportuno, de manera que quien solicite la palabra se 
identifique, a los efectos de que conste adecuadamente en la versión taquigráfica. 


Tienen la palabra el señor Iglesias. 


SEÑOR IGLESIAS.- Soy el Presidente de la Junta Directiva de la Fundación Servicio Ecuménico para la Dignidad Humana 
(SEDHU), y el objetivo de mi intervención es, básicamente, hacer una muy compacta presentación institucional para dar marco a lo 
que hace a los antecedentes de nuestro proyecto. 


El Servicio Ecuménico para la Dignidad Humana es una institución sin fines lucro que tiene sus antecedentes en 1984, momento de 
la reapertura democrática, cuando una serie de iglesias e instituciones de raíz cristiana se unieron para trabajar en el proceso de 
reinserción de los exiliados y presos políticos o de conciencia, quienes comienzan a buscar, nuevamente, su espacio dentro de la 
sociedad. Entre ellos se encuentran el Arzobispado de Montevideo, la Iglesia Católica, la Iglesia Evangélica del Río de la Plata, la 
Iglesia Evangélica Valdense, la Iglesia Metodista del Uruguay y dos instituciones, la Asociación Cristiana de Jóvenes y el Centro 
Franciscano para la Investigación y Promoción. Incluso aún hoy hay algunas instituciones que siguen trabajando juntas en esta 
materia de la dignidad humana y de los derechos humanos. 


Esta Federación cambió de nombre y pasó de ser el Servicio Ecuménico para la Reintegración (SER), a Servicio Ecuménico para la 
Dignidad Humana (SEDHU), cuando después de cuatro o cinco años su objeto inicial había cumplido su misión y comenzó a 
redimensionar su tarea. Es a partir de ese momento que se empieza a trabajar con otro tipo de población y de necesidades de 
determinadas personas, teniendo en cuenta que el contexto social del Uruguay también comienza a cambiar. Actualmente, en 
2005, hay tres tareas básicas que componen la labor del SEDHU, además de otras complementarias. 


Por un lado, básicamente se trabaja en la atención a los emigrantes económicos de América Latina que llegan al Uruguay, 
fundamentalmente del Perú y de otros países de la región. Quienes llegan necesitan solucionar aspectos que tienen que ver con su 
documentación, la atención de sus necesidades básicas inmediatas y el SEDHU se los brinda. Entonces, los ayuda a obtener el 
carné de asistencia o la cédula de identidad. Por año se está trabajando con aproximadamente doscientas personas, de las que se 
espera obtener documentación para unas ciento cincuenta. Por otro lado, hay aproximadamente unas sesenta personas a las que 
se les otorga ayuda económica indirecta para la obtención de esa documentación. 


Además, contamos con un programa específico de salida temporal para colombianos que es de gran importancia y uno de los de 
mayor impacto en los que trabaja actualmente el SEDHU. Se trata de colombianos que en su país trabajan en organizaciones 
sindicales o son militantes de alguna organización social, que salen por un año buscando descomprimir el riesgo que corren en su 
país. Este es un acuerdo con la Pastoral Social de la Iglesia Católica de Colombia y está financiado por el gobierno sueco, la 
organización Caritas de Suecia, el gobierno de Holanda y la Organización Internacional para las Migraciones, además de cierto 
apoyo de la Cruz Roja Internacional. A ellos también se les ayuda a obtener documentación pero, dado que se cuenta con otros 
recursos, se les subvenciona la afiliación al sistema médico, se les paga mensualmente la cuota acordada que recibe desde el 
exterior e, incluso, se le provee la vivienda. 


Finalmente, a partir de 2001, SEDHU comenzó a ser la agencia implementadora delegada del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para Refugiados (ACNUR), por lo cual se encarga de la atención de todos los refugiados que eventualmente puedan llegar 
al país, desde cualquier lugar del mundo. A estos refugiados también se le intenta ayudar a regularizar su situación, a obtener la 
documentación y actualmente tenemos noventa y siete refugiados y nueve personas que han solicitado refugio. Paralelamente a 
esto, se ha colaborado con la información que piden los uruguayos que están en el exterior, en una posición opuesta a la 
anteriormente mencionada, cuando necesitan una partida de nacimiento o que otra organización en el exterior cumpla una función 
similar a la que efectúa SEDHU a nivel local. 


También se participó mucho en el proceso de asesoramiento y orientación cuando se aprobó la Ley N* 17.449, que reconoce los 
años de aportes a la seguridad social de quienes estuvieron en el exilio. Con respecto a esto el SEDHU tuvo que dar respuesta a 
las inquietudes y dudas de unas mil ochocientas personas que querían conocer el alcance de esa ley. 


Paralelamente a esto, el SEDHU participa en la Sección Uruguay del Foro Social, es fundadora de la Asociación Nacional de la 
Pequeña y Mediana Empresa (ANPYME), mantiene vínculos con otras organizaciones que trabajan en derechos humanos en el 
Uruguay como SERPAJ, SERSOC, ALANÓN y Madres y Familiares de Detenidos Desaparecidos. Además, integra varias redes a 
nivel regional e internacional como la Red de Centros Laicos del Cono Sur, es miembro fraternal del Consejo Latinoamericano de 
Iglesias y tiene una fluida relación con el Consejo Mundial de Iglesias y el Consejo Nacional de Iglesias de Cristo de los Estados 
Unidos de América. De allí se recibe parte del apoyo y la financiación que requieren muchas de estas tareas. 


Si bien algunos de los programas que detallaba al principio cuentan con financiación específica, para otras tareas que el SEDHU 
lleva adelante debe procurarse sus recursos. A nivel local se pueden generar algunos recursos pero la mayor parte es producto de 
la sensibilidad que otros países y sociedades tienen frente a este tema. 


Este era el objetivo de mi intervención y ahora voy a ceder el uso de la palabra a mis compañeros. 


SEÑOR GIANOTT!I.- Ante todo, quiero agradecer la deferencia de la Comisión por habernos recibido. 


Por mi parte voy a ser muy breve; simplemente voy a tratar de explicar cuál fue la metodología que se utilizó para la elaboración de 
este anteproyecto de ley. 


El Uruguay ratificó la Convención de Ginebra de 1951 y el Protocolo de Nueva York; sin embargo, carece de una ley de refugio. 
Esta ha sido una preocupación permanente de nuestra organización, y finalmente pudimos materializar, a fines del año pasado, un 
anteproyecto de ley. Para la realización de este trabajo se tomó como base un anteproyecto de la doctora Silvia Izquierdo -en aquel 
momento Directora del Departamento de Derechos Humanos y Derecho Humanitario del Ministerio de Relaciones Exteriores-, así 
como otras legislaciones de América del Sur, y también el trabajo práctico desarrollado a lo largo de todos estos años en nuestra 
institución en materia de refugio. 


Es importante destacar que en el proceso de elaboración de este anteproyecto se contó con la participación de técnicos uruguayos 
de diferentes ámbitos y de un técnico del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, que tiene una Oficina 
Regional en Buenos Aires, porque la idea era lograr un texto que tuviera el más amplio consenso. 


La metodología que nos propusimos fue estudiar el anteproyecto de la doctora Izquierdo artículo por artículo y tratar de llegar a un 
consenso en la medida de lo posible; cuando surgieron opiniones dispares en algún artículo, se dio la posibilidad de que el técnico 
redactara una formulación con su diferencia en ese aspecto. De manera que se elaboró un articulado consensuado y se agregaron 
las opiniones divergentes en aquellos artículos en que surgieron matices. 


La idea era entregar el anteproyecto a todos los candidatos presidenciales, lo que se hizo en los meses de octubre y noviembre del 
año 2004. Alrededor del 20 de noviembre se había planteado -cosa que se concretó- entregar, en un acto de conmemoración de los 
veinte años de la Declaración de Cartagena, el anteproyecto consensuado a todos los candidatos presidenciales de las diferentes 
fuerzas políticas. 


El trabajo se hizo en una institución privada, con condiciones para este tipo de reuniones, donde se fueron discutiendo los artículos 
a medida que, con una nueva tecnología, se iban proyectando en una pantalla. Se realizaron cuatro reuniones, los días 22 de 
octubre, 4 de noviembre, 10 de noviembre y 29 de noviembre. 


Voy a mencionar, en primer lugar, a quienes estuvimos presentes en todas las reuniones: la Directora del SEDHU, la escribana Ana 
Varela Esponda; la doctora Susana Novaro, que es abogada de la institución, en particular en la temática del refugio; y quien habla, 
en mi carácter de Subdirector. Además participaron, como decía, una serie de técnicos convocados por nuestra institución; en 
algunas reuniones estuvieron todos, y en otras faltó alguno de ellos por motivos personales justificados. Concretamente, fueron 
partícipes de la elaboración de este proyecto el doctor Gros Espiell, ex Canciller del Uruguay; el doctor Miguel Semino, Catedrático 
de Derecho Constitucional de la Universidad de la República y Secretario de la Presidencia del doctor Julio María Sanguinetti; el 
doctor Hebert Gatto, ex Senador por el Partido por el Gobierno del Pueblo; la doctora Silvia Izquierdo, en ese momento Directora 
de Derechos Humanos y Derecho Humanitario de la Cancillería; la doctora Susana Novaro; la Procuradora Mariana Vaz, de la 
Dirección Nacional de Migración; la señora Belela Herrera, que participó en función de su historia personal y su experiencia de 
haber sido responsable regional del ACNUR en Buenos Aires; la doctora Beatriz Pintos, por la Dirección Nacional de Migración, en 
su calidad de Directora del Departamento Jurídico; y la escribana Adriana Sosa, así como también parte del Departamento Jurídico 
de la Dirección Nacional de Migración. 


En las siguientes reuniones otros técnicos -que no estuvieron en la primera reunión- participaron, como por ejemplo la doctora 
Eugenia Contarini, de la Regional de ACNUR con oficina en Buenos Aires, el doctor Alberto Roque Lacoste, de la Dirección 
Nacional de Identificación Civil y los doctores Carlos Alvarez Cossi y Oscar López Goldaracena, este último en representación de la 
señora Belela Herrera que no pudo asistir. Se realizaron cuatro reuniones y el proceso culminó con un anteproyecto que tiene el 
consenso y, en algunos artículos, propuestas individuales de los técnicos que participaron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la escribana Ana Varela, con quien me encuentro contento por reencontrarla después de 
tantos años de haber trabajado juntos. 


SEÑORA VARELA.- Así es, eso fue en el Consejo de la Facultad de Derecho. 


Buenas tardes a todos. Quiero agradecerles, al igual que lo hizo el compañero Alberto Gianotti, la deferencia que han tenido en 
atendemos. 


Con respecto a lo recién expresado, quisiera hacer algunas aclaraciones. Si bien todos no concurrieron a la totalidad de las 
reuniones, todos los participantes tuvieron el material repartido y conocieron lo que efectivamente estaba resultando como proyecto 
consensuado. Eso hizo que cuando lo presentamos al público en el mes de diciembre -no recuerdo bien la fecha- estuvieran todas 
las personas que trabajaron en esto, porque nos parecía que eso era importante. Fue un trabajo duro y difícil pero nos pareció que 
era la mejor forma de presentar algo serio y no como hecho de apuro. 


Posteriormente, la regional de ACNUR nos hizo llegar modificaciones al proyecto. Si están de acuerdo, les voy a contar algunas de 
las diferencias con el proyecto de ACNUR, porque me parece que eso es fundamental para ustedes. Después nos harán las 
preguntas que deseen y dentro de nuestras posibilidades, las contestaremos. 


Con respecto al artículo 1% ACNUR nos plantea que en lugar de la palabra "refugio" se incluya "asilo". Esto lo discutimos mucho, 
tanto con el doctor Gros Espiell como con el doctor Semino, porque en el Uruguay cuando se habla de asilo se entiende como asilo 
diplomático, y cuando se habla de refugio se refiere a la contención. Ellos sostienen la inclusión de "asilo" porque los instrumentos 
internacionales están elaborados en función de esa palabra. Esta es una discrepancia. 


En el artículo 2% nos referimos a "grupo étnico" y recuerdo que el doctor Gros Espiell dijo: "¿Raza? Suena tan feo, además está 
fuera de moda". Sin embargo, ellos insisten en la palabra "raza" porque es el término de la Convención y hay instrumentos que 
tienen elaborados una cantidad de elementos respecto a este término. Por lo tanto, nos parece comprensible la objeción. 


En el mismo artículo 2, que habla de las cláusulas de inclusión, pusimos el terrorismo como una posibilidad de ser una persona 
reconocida como refugiada. ACNUR dice que no está de acuerdo que pongamos al terrorismo como causal de inclusión porque no 
hay estándares internacionales. Lo que sucede es que la gente puede ser perseguida por el terrorismo. Aclaro que cada palabra 


fue objeto de discusión e, incluso, el doctor Semino nos señalaba los distintos sentidos que tenía cada palabra. En ese sentido fue 
que discutimos mucho acerca del vocablo "terrorismo" y decidimos mantenerlo porque nos parecía que la Comisión que se creaba 
iba a reconocer o no la calidad del refugiado e iba a calibrar el tenor del terrorismo, que puede ser muy variado. Nosotros 
cumplimos con trasmitir lo que ACNUR dice que no le gusta y por qué. 


Luego, en el artículo 5%, nosotros hablamos de "revocación" y ACNUR se refiere a "cancelación". Para nosotros no es lo mismo 
revocación que cancelación, y esto, en la Comisión de Trabajo, también lo tuvimos en cuenta a partir de una experiencia. Nos pasó 
que una persona dijo ser otra, de diferente nacionalidad, y fue reconocida como refugiada. Cuando nos confesó que no era quien 
decía ser y que no tenía la nacionalidad que decía tener, se le revocó la condición de refugiada. Decimos entonces que no es lo 
mismo "cancelar" que "revocar", porque si revoco, no tuvo nunca los derechos del refugio, mientras que si cancelo, en un período 
fue refugiada y en otro dejó de serlo. Para nosotros esto es un poco de teoría y otro poco de práctica. En definitiva, a nuestro juicio, 
sigue siendo importante la expresión "revocación". 


Además, se incluye un texto en el cual nos dicen que para que la revocación proceda, la orden de expulsión debe cumplir una serie 
de condiciones a efectos de que se ejecute. En este aspecto fueron muy claros, entre otros, los doctores Semino, Gatto y Gros 
Espiell, y la doctora Izquierdo. Aquí se expresa que la orden de expulsión no se ejecutará hasta que la decisión quede firme. Que 
"quede firme" significa que ya no hay más vuelta de hoja. En el artículo 37 del propio proyecto -y nos remitimos al texto 
constitucional- los recursos tienen efecto suspensivo. Entonces, queda firme cuando ya no hay más nada para hacer. 


En la parte final del artículo 6% se expresa que la disposición de este artículo no se aplicará en los refugiados que puedan invocar, 
para negarse a acogerse a la protección del país de su nacionalidad, razones imperiosas derivadas de una persecución anterior. 
ACNUR solicita que pongamos "de su país de origen", lo que creo que puede ser razonable. 


Además queríamos señalar, en general, respecto a las propuestas de ACNUR, que nuestra intención era que, de ser posible, se 
incluyeran todas esas observaciones como formando parte de la discusión a efectos de que, cuando en determinado momento 
haya que hacer una interpretación, puedan servir para dar luz al intérprete. Hay algunos textos que se proponen que son como una 
expresión de deseo y no un texto de norma. Nos parece que ello es correcto, pero a los efectos de ayudar al intérprete; no lo 
tenemos tan claro como disposición en sí misma. Lo mismo ocurre con el artículo 8% con la expresión "que la decisión quede firme". 


En el artículo 10, por su parte, hablamos de "principios", mientras que ACNUR se refiere a "obligaciones". Entendemos que los 
principios son más importantes que las obligaciones, y esto lo discutimos también en la Comisión de Trabajo. Los principios, de 
alguna manera, son éticos, morales, y las obligaciones, como tales, son cargas. Para nosotros no es lo mismo. ACNUR propone 
que incluyamos los incisos E) y F), que dicen que "toda solicitud de refugio impone al Estado respetar los siguientes principios", y 
se refiere a que la interpretación y el trato sean los más favorables -lo que nosotros ya decimos en otro artículo, pero que igual 
consideramos correcto- y a la confidencialidad. También hablamos de confidencialidad, y le dimos tanta importancia que 
castigamos con prisión a quien la viole. 


Luego pasaríamos al artículo 24, en el que ya sí querríamos detenernos un poco más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido excusas a los invitados y a los miembros de la Comisión, pero debo retirarme de esta sesión para 
concurrir a una reunión a las 17 horas fuera del Palacio Legislativo. De todos modos, podré leer la versión taquigráfica de las 
opiniones que aquí se brinden. 


Por este motivo, convoco a la Presidencia de esta Comisión a su Vicepresidente, el señor Senador Gallinal. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gallinal) 


SEÑORA VARELA.- Quisiéramos detenernos en los órganos competentes para la determinación. Actualmente, hay un decreto del 
Poder Ejecutivo, de 2003, que crea una Secretaría Técnica y una Comisión Interministerial, que es la que resuelve la concesión, la 
denegación, la cancelación o la revocación del refugio. Nosotros creamos una Comisión de Refugiados, porque no nos parece 
bueno que ningún Poder Ejecutivo resuelva mayoritariamente sobre la condición de refugiado. Entonces, proponemos una 
Comisión de Refugiados que está muy matizada con otras personas y otros ámbitos. Concretamente, planteamos que haya un 
representante del Ministerio de Relaciones Exteriores -como hay actualmente-, uno de la Dirección Nacional de Migración -al igual 
que en el presente-, uno de la Universidad de la República, designado por el Consejo de la Facultad de Derecho entre los docentes 
de la Cátedra de Derechos Humanos o disciplinas afines, y otro del Poder Legislativo, que será el Presidente de la Comisión de 
Derechos Humanos de la Cámara de Representantes o quien sea designado por la propia Comisión de entre sus miembros. 
Creemos que el Poder Legislativo no puede quedar fuera. 


En el apartado E), ACNUR nos hace una corrección terminológica que, a nuestro juicio, es pertinente. Nosotros habíamos 
establecido: "un representante de una Organización No Gubernamental sin fines de lucro, con competencia en la materia, 
designada por el Representante Regional o Nacional del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR)". 
Ellos sugieren decir: "un representante de una Organización No Gubernamental sin fines de lucro, encargado de la implementación 
de los programas en el país". En definitiva, es el SEDHU hoy. Nosotros no queríamos atar eso, sino que pretendíamos que fuera 
más general, pero ellos lo establecen de esa manera. 


Continúo leyendo: "Un representante de una organización no gubernamental, sin fines de lucro, cuyo objetivo y práctica esté 
centrada en los Derechos Humanos, designado por la Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales o quien haga 
sus veces". ¿Por qué? Pensamos en SERPAJ y en IELSUR, es decir, en la posibilidad de que esté representada la sociedad civil y 
que, además, se involucre y que apoye y ayude. Cuantos más estemos vinculados al tema, más seremos quienes asumamos 
responsabilidades. 


El proyecto sigue así: "El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados o su representante será siempre miembro 
invitado para las reuniones de la Comisión de Refugiados, con derecho a voz pero sin voto". Esto es lo tradicional. En definitiva, 
consideramos que la Comisión debía ser más amplia y no estar integrada solamente por el Poder Ejecutivo. 


En el artículo 31 se establecen los cometidos de la Secretaría Permanente -que también se crea- que asesora a la Comisión de 
Refugiados. ACNUR introduce una corrección que es válida. El literal A) original expresa: "Tomar conocimiento de toda solicitud de 
refugio". Por su parte, ACNUR habla de "condición de refugiado". Reitero que esa corrección es correcta, porque en realidad sólo 
se reconoce la condición de refugiado; la persona ya de por sí lo es. Lo mismo pasa con el artículo 32, donde ACNUR, con razón, 
plantea expresar: "la solicitud de reconocimiento de la condición de refugiado". 


Por su parte, en el artículo 36 se hace mención a la notificación, cuando hay una resolución definitiva. Dice: "la resolución que 
reconozca, rechace -falta la palabra "revoque"-, o establezca el cese de la condición". Entonces, rezaría: "la resolución que 
reconozca, rechace, revoque o establezca el cese de la condición". 


En el artículo 39 ACNUR nos hace una aclaración que no compartimos: establece que la cédula de identidad debe decir que los 
habilita a trabajar. Consideramos que eso es discriminatorio; la cédula de un refugiado es igual a la nuestra y no tenemos que 
ponerle un cartel que diga que puede trabajar, porque estamos llamando la atención. Lo que ACNUR nos pide es contraproducente, 
porque la cédula que se le expide a un refugiado es igual a la nuestra, salvo que dice que es residente, pero no tiene ningún 
agregado que sorprenda o llame la atención. Tal vez estén pensando en el caso chileno, que la cédula dice que es de un refugiado, 
por lo que debe decir que lo autoriza a trabajar; pero en el Uruguay eso no es así: la cédula es como la nuestra. Entonces, es 
menos favorable lo que ellos plantean, que lo nuestro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El proyecto tiene estado parlamentario? 


SEÑORA VARELA.- No. Lo presentamos acá y en la Comisión de Derechos Humanos porque entendimos que eran los carriles 
normales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto. Lo que se puede hacer es que en forma conjunta los Legisladores presenten el proyecto 
formalmente, para darle ingreso al Parlamento y de esa manera la Comisión quede habilitada para su consideración. Eso se puede 
hacer sin que ello comprometa la voluntad de los Legisladores. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que recoge una aspiración de muchos años de todos los Legisladores y además implica el trabajo 
de años de todos ustedes y de mucha gente. Por tanto creo que es el momento de darle cauce, ya que ha sido una discusión 
permanente en las Comisiones de ambas Cámaras el hecho de que el país no cumpliera con algunas de las Convenciones que 
hemos ratificado y que las normas internacionales indicaban que debíamos hacerlo. Me parece muy buena la idea del Presidente 
en cuanto a que se presente y se empiece a discutir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ha sido muy ilustrativa la exposición que han realizado, les agradecemos mucho la visita y, por 
supuesto, cuando ingresemos a la consideración del proyecto los vamos a mantener informados. 


SEÑORA VARELA.- Estamos a las órdenes para lo que consideren oportuno. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17:00) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


